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 SENTENCIA DEFINITIVA Nº: 102.838 SALA II 
Expediente Nro.: 45.952/11 (F.I. 26/10/11) (Juzg. Nº 67) 
AUTOS: “D N.JL C/ ASOCIACIÓN DEL FÚTBOL ARGENTINO S/ DESPIDO” 
VISTO Y CONSIDERANDO: 
En la Ciudad de Buenos Aires, el 28 de febrero de 2014, reunidos los integrantes de la Sala II a fin de considerar los recursos deducidos en autos y para dictar sentencia definitiva en estas actuaciones, practicado el sorteo pertinente, proceden a expedirse en el orden de votación y de acuerdo con los fundamentos que se exponen a continuación. 

La Dra. Graciela A. González dijo: 

Contra la sentencia de la instancia anterior se alzan la parte actora y demandada a tenor de los respectivos memoriales obrantes a fs. 319/323 y 317/318. También apelan sus honorarios el perito contador y la representación y patrocinio letrado de la parte actora (fs. 309 y 316, respectivamente), por considerarlos reducidos. 

Razones de orden metodológico me llevan a dar liminar tratamiento a la queja vertida por la parte actora quien controvierte la decisión del Sentenciante de grado que, tras considerar justificado el despido decidido por la empleadora, rechazó –en lo principal- la presente acción. Sostiene que la sentencia de la anterior instancia resulta confusa y arbitraria, en tanto no merituó debidamente la prueba rendida en la causa. 

Conforme surge de las constancias de autos, en especial de la misiva rescisoria cursada por la parte demandada con fecha 15/7/11, el accionante fue despedido (ver copia de fs. 5) en los siguientes términos: “…Que según informe suministrado por el señor G.F. –Jefe de Personal de Controles del estadio de Córdoba-, en su actuación en el encuentro de la referencia: I) Ud. intervino para la liberación, ante la Policía de Córdoba, de un individuo identificado en video policial gestionando el ingreso de gente sin entradas por la puerta a su cargo; II) asimismo denuncian el mencionado F y empleados en funciones a cargo de éste, señores R.C., C.B. y J.C.B., que Ud. hizo ingresar personas sin autorización (se trató de hinchas de Racing Club de Avellaneda manifestado Ud. que posteriormente traería los tickets, cosa que nunca sucedió); III) que según el control C.B. una persona que dijo ser policía hizo ingresar gente sosteniendo que Ud. había entregado las entradas al señor Inspector de Acceso 1 R.C., lo que no ocurrió. Que lo expuesto se encuadra en la causal “pérdida de confianza” por ocupar Ud. un puesto de responsabilidad en el control y significando un apartamiento de los compromisos laborales, constituye grave injuria lo que impide la prosecución del vínculo…”. 
A fin de demostrar la veracidad de las causales invocadas en la misiva resolutoria, la parte demandada ofrece los testimonios de S. (fs. 181/183), F., B., C. y B. (fs. 12/15 del oficio ley 22.172 obrante a fs. 238). 

S. –empleado de la demandada- manifestó que el despido del actor se debió a un hecho ocurrido en el partido Argentina vs. Costa Rica en el marco de la Copa América 2011 desarrollada en la Ciudad de Córdoba. Refirió que en el transcurso del partido fue contactado por el Jefe de Personal del estadio, Sr. F., quien le comunicó que la policía de Córdoba requería su presencia para hacerle algunas preguntas con referencia a la actuación del actor. Al concurrir al lugar, F. junto a dos oficiales de la policía le manifestaron poseer un video en el cual se observaba que el demandante habría procedido en forma indebida en sus funciones de control. Sostuvo el testigo que le mostraron el video -en el que reconoció al actor- y le dijeron que “el mismo habría sido filmado en actitudes indebidas en su función destacando que habría intervenido ante la detención de una persona que estaba actuando ilícitamente haciendo ingresar a la gente en forma indebida”. Sostuvo que al preguntarle al accionante las razones de su intervención en dicho hecho, éste le manifestó que sólo quería saber por qué se llevaban al muchacho. Refirió que F. –presente en el lugar- le señaló que el actor hacía ingresar personas sin la correspondiente entrada, alegando que luego serían traídas o que ya habían sido entregadas a otros controles, lo que no era cierto. Reconoció el memorando extendido a AFA (obrante a fs. II del sobre de fs. 31) junto al informe efectuado por el Jefe de Personal de Controles del estadio Córdoba, Sr. F. y el documento de fs. 32. Explicó que desde que una persona ingresa con la entrada en la mano, se dirige a la verificación de los empleados de ticketek que verifican la autenticidad de la entrada y luego al brete donde se le corta la entrada y aclaró que los inspectores de AFA se encontraban enfrente del brete. 

Por su parte, al comparecer a declarar en autos el testigo F., sostuvo que durante el transcurso del partido en cuestión, la policía le hizo saber acerca de la existencia de una filmación que involucraba a los controles, haciendo pasar gente. Al ver el video junto a los agentes de la policía, el testigo pudo observar al actor DN con otras dos personas, por lo que concurrió a verificarlo con los controles del Acceso Uno Sector Sur, quienes le comentaron lo sucedido (que coincide con lo relatado en el informe de fs. 11 del expediente de fs. 238). Refirió haber visto el video nuevamente junto a los Sres. S. y E.V. –ambos jefes de AFA- luego de lo cual le requirieron explicaciones al actor, quien dijo desconocer todo. 

A fs. 11 del expediente obrante a fs. 238, obra el informe confeccionado y firmado por G.F., R.C., J.C.B. y C.B. dirigido al Sr. S. del Comité Organizador. En el mismo, se dejó constancia que al encontrarse entregando las entradas correspondientes a los empleados de la agencia Córdoba Deportes, “el control B. J. Carlos manifiesta que el inspector de AFA hace ingresar personas sin tickets aludiendo autorización del suscripto, no siendo verdad lo expresado por el citado inspector de AFA”. También consta en el informe que “en otra instancia el inspector de AFA hace ingresar a hinchas del Club Racing Club de Avellaneda, manifestando que posteriormente traería los tickets, cosa que nunca sucedió” y que “en el momento del ingreso de un señor que decía ser policía y recibía órdenes del señor DN (AFA) para hacer ingresar gente aludiendo que el inspector de Acceso 1 Sr. C. ya poseía las entradas supuestamente entregadas por el Sr. D.N. (AFA) cosa que nunca sucedió”. Se destaca en el informe que “los ingresos fueron en reiteradas oportunidades en que el inspector se dirigía en sentido opuesto al andarivel del control B.J., calculando aproximadamente 70 personas” y que “lo expresado precedentemente coincide con las imágenes suministradas por la Policía de la provincia de Córdoba las cuales corroboran el procedimiento de la policía. También se pudo visualizar cuando intercede en la detención de un individuo que era detenido por la Policía de Córdoba en donde se identifica como el Sr. D.N. hace dejar en libertad al individuo”. 

Por su parte B., empleado del Club Instituto de Córdoba y encargado del control de puertas, reconoció el informe y agregó que el actor aducía que al ser miembro de AFA podía hacer ingresar gente sin el respectivo ticket. Refirió que el accionante les decía tanto a él como a B. que ya había hablado con C. –inspector de puertas- respecto de la gente que había entrado gratis, lo que aprovechaba a hacer cuando aquél se retiraba del ingreso. Preguntado C. por el testigo acerca de esta situación, el mencionado negó haber autorizado ingresos sin entradas. El testigo dijo haber visto cómo ingresaba gente –en especial de las barras- sin entradas y aclaró que la gente de AFA estaba para controlar el ingreso y colaborar en la tarea pero no para autorizar gente a ingresar sin su ticket. 

C., también manifestó haber estado ese día como inspector de la puerta y explicó que un control se le acercó y le preguntó si él había autorizado a DN a ingresar gente, lo que el dicente negó. Por su parte B., expresó haber sido quien redactó el informe de fs. 11, a partir del relato de los otros tres firmantes. Contó que estaba trabajando como control junto al inspector C. -detrás estaba el supervisor de AFA que, supuestamente, tenía que controlar al supervisor de los controles y a los controles-. Manifestó que DN hacía ingresar gente sin entradas y que decía que el inspector C. ya estaba al tanto. Refirió que luego de haber visto hacerlo en muchas oportunidades (cada vez que lo hacía ingresaban entre 8 ó 10 personas) le dijo a su inspector que lo sacara de allí y lo rotara a otra puerta donde ingresaba gente con listado, pero sostuvo que allí también lo siguió haciendo. Manifestó que DN se acercaba al lado del dicente y cuando éste pedía las entradas le contestaba que ya estaba hablado con el inspector y que era su responsabilidad. Refirió un comentario que efectuaron dos personas que estaban con el actor (y decían ser sus choferes) que luego de preguntar cuántas personas entraban en el estadio, dijeron “¿cincuenta y siete mil? ahora con este van a entrar sesenta y siete mil” refiriéndose a DN. 

A propuesta del actor comparecieron P. (fs. 179/180), C. (fs. 250/252) y A.(fs. 288/290) mas ninguno de ellos refirió circunstancias de interés respecto de la extinción del vínculo. El hecho de que A. –encargado de inspectores en el partido en cuestión- manifestara que al momento de retirarse (alrededor de las 22.30 hs., como él mismo sostuvo) no le hubiera reportado incidentes o novedades, no significa que no los hubiera habido pues como luego sostuvo, S. lo llamó aproximadamente a las 22,50 hs. cuando el testigo ya estaba esperando el micro para emprender su regreso, para relatarle los acontecimientos de esa noche. 

Del análisis de la totalidad de la testimonial precedentemente reseñada, se advierte demostrado que, como sostuvo la demandada en su misiva rescisoria, el accionante permitió, la noche del partido disputado entre Argentina y Costa Rica por la Copa América en el estado Mario Kempes de la Ciudad de Córdoba, el 11/7/2011, la entrada de personas sin su ticket correspondiente, en reiteradas oportunidades. Si bien resulta cuestionable la intervención del demandante en la detención policial de una persona que gestionaba el ingreso de gente sin entradas (comúnmente llamado “busca”), en tanto los testigos hicieron referencia a un video policial que no pudo ser arrimado a la causa, lo cierto es que los incumplimientos verificados resultan, a la luz de las obligaciones del actor como inspector de AFA, suficientemente justificativos de la pérdida de confianza invocada por la demandada, para despedirlo. Adviértase que, conforme las tareas descriptas en el CCT 1070/09 “E” (Anexo I Categorías, incisos b, c y d), el accionante, como inspector A, tenía a su cargo “b) Vigilar el fiel cumplimiento de las disposiciones que reglamentan el acceso al estadio, así como el control del normal desarrollo del ingreso al público, asociado, dirigentes, etc. Control de entradas, carnets de socios, credenciales, control del desempeño del personal de clubes, etc.; c) Control del normal desarrollo de la venta de entradas (precio, cantidad de ventanillas habilitadas, actuación de los vendedores, cortes, etc.); d) Informar a los organismos de seguridad acerca de las irregularidades o problemas que se pudieran producir en tales partidos como ser ingreso de personas sin boletos, con recibos vencidos, reventa de entradas, etc.”. 

Conforme lo expuesto, y teniendo en cuenta la importancia de la función desempeñada por el actor en el contexto de una cancha de fútbol y a los perjuicios que la entrada de personas sin su ticket correspondiente genera en la demandada, no sólo a nivel económico sino respecto de los peligros que el exceso de público podría generar, propicio confirmar lo resuelto en la anterior instancia en cuanto considera ajustado a derecho el despido decidido por la empleadora y desestima las indemnizaciones reclamadas en su consecuencia. 

Se agravia por su parte la demandada de lo decidido en la anterior instancia respecto del adicional por antigüedad que, según refiere, parte de un razonamiento erróneo y debe ser desestimado. 

Corresponde señalar respecto del mencionado adicional por antigüedad que, el CCT 1070/09 “E” establece en su art. 9 inc. a) que “este adicional será equivalente a un monto fijo, dicho monto tendrá relación a la cantidad de años de antigüedad que revista el trabajador, y se computará el tiempo efectivamente trabajado para AFA, desde el comienzo de la vinculación laboral o el que corresponda por sucesivos contratos a plazo o de temporada y/o el tiempo de servicio anterior en los casos de reingreso exclusivamente a las órdenes de AFA. Este monto fijo será incrementado en un 2%, por cada año aniversario de servicios que registre el trabajador” 

A poco que se analiza el cálculo que efectúa la perito contadora a fs. 273 vta., en base al cual el Judicante de grado hizo lugar al reclamo inicial, se advierte que la experta incurrió en un error, pues el incremento del 2% por cada año aniversario de servicios debe efectuarse sobre el monto fijo de –en el caso del actor- $ 28, implicando ello que, como sostiene la quejosa, por 32 años de antigüedad (desde octubre de 2009 hasta septiembre de 2010) el accionante percibiera un monto fijo por año de $ 28,56 ($ 913,92) y por 33 años (desde octubre de 2010 hasta el egreso) percibiera un monto fijo de $ 29,13 (961,29), sumas que fueron las efectivamente abonadas por la empleadora. 

De tal modo, no se advierte la existencia de diferencias en concepto del adicional por antigüedad, lo que me lleva a revocar este aspecto del decisorio de grado y ordenar el descuento de la suma de $ 11.892,61 diferida a condena en la anterior instancia. 

También habrá de prosperar el agravio vertido por la demandada con relación a los salarios de junio, julio y liquidación final, en tanto tal como se desprende de la pericial contable (fs. 274) y de la prueba informativa rendida por el Banco Credicoop a fs. 130, la demandada depositó en la cuenta sueldo del accionante la suma de $ 13.049,65. 

Teniendo en cuenta lo resuelto precedentemente respecto del adicional por antigüedad, no se advierte la existencia de diferencias por lo que encontrándose debidamente abonados dichos conceptos, corresponde revocar también este aspecto del decisorio de grado. 

Ahora bien, se agravia también la parte demandada respecto del salario tomado en consideración por el Judicante a quo, en tanto refiere que, de conformidad a la actividad, las remuneraciones de los inspectores resultan por demás variables por lo que el mejor salario no resulta, en el caso, el habitual del trabajador. 

Adelanto que dicho agravio habrá de ser desestimado, toda vez que si bien el actor percibía sus salarios de conformidad a la cantidad de partidos en los que participaba, en el último semestre prestó servicios entre 11 y 13 veces en el mes (a excepción del mes de enero de 2011 en que extraordinariamente lo hizo en uno sólo), por lo que no se advierten remuneraciones de tal modo variables que justifiquen la realización de un promedio como pretende la recurrente. 

Finalmente, corresponde desestimar la queja vertida en torno a la indemnización prevista en el art. 80 de la L.C.T., pues más allá de que el instrumento acompañado en el sobre de fs. 31 (cuyas copias obran a fs. 42/46) no refleja la totalidad de los períodos laborados por el actor, lo cierto es que como reiteradamente se ha sostenido no debe confundirse el “certificado de trabajo” del art. 80 de la L.C.T., con la “certificación de servicios y remuneraciones” de la ley 24.241, ya que “esta última se expide en un formulario de la ANSES (P.S.6.2.) en el que se insertan datos similares, aunque no del todo coincidentes con los exigidos por el citado art. 80 LCT. Además, la finalidad de uno y otro certificado es distinta: el primero le sirve al trabajador para conseguirse otro empleo, mientras que el segundo se utiliza para gestionar un reconocimiento de servicios o la obtención de un beneficio previsional, y queda archivado en las oficinas de la ANSES” (CNAT, Sala IV, 2010/09/29 “Forestieri, María Ángeles Lorena c/ Hutchinson Telecommunications Argentina S.A.” del voto del Dr. Guisado). 

De tal modo, toda vez que con la entrega del instrumento referido no se encuentra cumplida la obligación que emana del art. 80 de la L.C.T., corresponde confirmar este aspecto de la sentencia recurrida. 

Teniendo en cuenta las modificaciones propiciadas mediante la presente, conforme las cuales sólo progresa la indemnización reclamada con fundamento en el art. 80 de la L.C.T., corresponde reducir el monto de condena a la suma de $ 23.976 que deberá ser abonada por la demandada en la forma y con más los intereses dispuestos en la sentencia de grado, que no fueron materia de agravio ante esta alzada. 

Sin perjuicio de la modificación que propongo, corresponde mantener la distribución de costas (art. 71 CPCCN) y la regulación de honorarios impuesta en la instancia anterior que, pese a las apelaciones vertidas por la parte actora, por su representación y patrocinio letrado y por la perito contadora, entiendo adecuada (cfr. art. 38 L.O. y arts. 6, 7, 8, 9, 19, 39 y ccdes ley 21.839; arts. 3 inc. b) y g) y 12 dcto-ley 16.638/57). 

Asimismo, propongo que las costas de alzada se distribuyan en un 80% a cargo de la parte actora y un 20% a cargo de la parte demandada (art. 71 CPCCN) y que los honorarios de los letrados firmantes de los escritos de fs. 317/318 y 319/323, por su actuación en la alzada, se fijen en el 25% de lo que a cada uno le corresponda percibir por su labor en origen (art. 14 ley 21.839). 

Miguel Ángel Pirolo dijo: 

Que adhiere a las conclusiones de la Dra. Graciela A. González, por análogos fundamentos. 

Por lo que resulta del acuerdo que antecede (art. 125 de la ley 18.345), el Tribunal RESUELVE: 1) Modificar la sentencia de la instancia anterior y reducir el monto de condena a la suma de $ 23.976 (PESOS VEINTITRES MIL NOVECIENTOS SETENTA Y SEIS); 2) Mantener la imposición de costas y regulaciones de honorarios dispuestas en la instancia anterior; 3) Imponer las costas de alzada en un 80% a cargo de la parte actora y un 20% a cargo de la parte demandada; 4) Regular los honorarios de los letrados firmantes de los escritos de fs. 317/318 y 319/323, por su actuación en la alzada, en el 25% de lo que le corresponda percibir por su labor en origen; 5º) Hágase saber a los interesados lo dispuesto por el art. 1º de la ley 26856 y por la Acordada de la CSJN Nº 15/2013, a sus efectos. 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 
Miguel Ángel Pirolo Graciela A. González 

Juez de Cámara Juez de Cámara 
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